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JUZGADO DE LO MERCANTIL Nº 13 DE MADRID

C/ Gran Vía, 52 , Planta 2ª - 28013

Tfno: 917043516

Fax: 917031995

47002850

NIG: 28.079.00.2-2023/0241863

Procedimiento: Pieza incidente concursal. Otros ( art. 192 LC ) 332/2023

Materia: Derecho mercantil

Clase reparto: Incidentes CONCURSALES

EG 914933126

Demandante: AGENCIA TRIBUTARIA Y AYUNTAMIENTO DE MADRID

LETRADO DE CORPORACIÓN MUNICIPAL

Demandado: D./Dña.  Jaime

PROCURADOR D./Dña. PALOMA DEL BARRIO BARRIOS

SENTENCIA Nº 74/2023

JUEZ/MAGISTRADO- JUEZ: D./Dña. BARBARA CORDOBA ARDAO

Lugar: Madrid

Fecha: veintiuno de septiembre de dos mil veintitrés

Objeto. Alcance de la exoneración respecto al crédito público.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. La Agencia Tributaria de Madrid y el Ayuntamiento de Madrid se oponen a la solicitud de exoneración
del pasivo insatisfecho del deudor Don  Jaime , vecino de Madrid.

SEGUNDO. Repartida dicha oposición como demanda de incidente concursal, se dio traslado de la misma a la
concursada quien se opuso a su estimación en el procedimiento principal CV 108/2023.

TERCERO. No habiendo solicitado ninguna de las partes la celebración de vista al tratarse de una cuestión
eminentemente jurídica, quedaron los autos en poder del proveyente para dicar la sentencia que proceda en
derecho.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.  Posiciones defendidas por cada una de las partes en este expediente.

En su solicitud, el deudor solicitaba la exoneración del pasivo insatisfecho, incluyendo como deuda exonerable,
aquella que mantiene con el Ayuntamiento de Madrid, por importe de 913,49 euros, a razón de 7 euros de
privilegio general, 7 euros de crédito concursal ordinario y 899,49 euros de crédito concursal subordinado.

La Agencia Tributaria de Madrid y el Ayuntamiento de Madrid se opone porque a su entender, dicha deuda no
es exonerable conforme al art. 489.1.5 TRLC, en la medida en que la gestión recaudatoria se encuentra en
manos del propio Ayuntamiento.

El deudor se opone a su estimación porque sí resulta de aplicación dicho precepto y estar por debajo del umbral
mínimo.

SEGUNDO.  Normativa aplicable al derecho de exoneración del pasivo insatisfecho.

La Ley 16/2022, de 5 de septiembre, introduce un nuevo mecanismo sustantivo y procesal para acceder a la
segunda oportunidad al deudor de buena fe, a la que puede acceder por dos rutas o vías ( arts. 486 y 501 TRLC):

a) Con sujeción a un plan de pagos sin la previa liquidación de la masa activa ( arts. 495 a 500 bis TRLC).

b) Con liquidación de la masa activa que incluye, a su vez, dos supuestos:

a. Cuando han finalizado las tareas de venta de los bienes y derechos realizables.

b. Cuando el deudor carece de masa activa suficiente para atender los gastos del concurso, entendiendo por
tales, los supuestos de hecho del art. 36 bis TRLC ( arts.501 y 502 TRLC).

En el caso de autos, la demandante no cuestiona que estemos ante un deudor de buena fe, centrándose la
cuestión controvertida en determinar los efectos o límites de la exoneración respecto del crédito público.

En particular, el artículo 489.1 del TRLC, siguiendo los postulados de la Directiva Comunitaria 2019/023,
concibe la exoneración del pasivo insatisfecho como un derecho del individuo (de ahí la supresión del
término "beneficio") y, además, la exoneración debe ser "plena", sin más excepciones que aquellas previstas
expresamente por la norma nacional y siempre que esas excepciones estén debidamente justificadas.

Dicho precepto señala en su número 5, que no es deuda exonerable:

5.º Las deudas por créditos de Derecho público. No obstante, las deudas para cuya gestión recaudatoria resulte
competente la Agencia Estatal de Administración Tributaria podrán exonerarse hasta el importe máximo de diez
mil euros por deudor; para los primeros cinco mil euros de deuda la exoneración será integra, y a partir de esta
cifra la exoneración alcanzará el cincuenta por ciento de la deuda hasta el máximo indicado. Asimismo, las
deudas por créditos en seguridad social podrán exonerarse por el mismo importe y en las mismas condiciones.
El importe exonerado, hasta el citado límite, se aplicará en orden inverso al de prelación legalmente establecido
en esta ley y, dentro de cada clase, en función de su antigüedad.

Si bien, no es el único precepto que debemos tomar en consideración, sino que también de ser puesto en
relación con el art. 489.3 del TRLC que dice así:

3. El crédito público será exonerable en la cuantía establecida en el párrafo segundo del apartado 1.5.º, pero
únicamente en la primera exoneración del pasivo insatisfecho, no siendo exonerable importe alguno en las
sucesivas exoneraciones que pudiera obtener el mismo deudor.

Y con la DA 1ª de la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, a cuyo tenor:

Las referencias que en esta ley se hacen a la Agencia Estatal de Administración Tributaria se entenderán también
referidas a las Haciendas Forales de los territorios forales.

La extensión de la exoneración contemplada en el numeral 5.º del apartado 1 del artículo 489 será común para
todas las deudas por créditos de derecho público que un deudor mantenga en el mismo procedimiento con las
Haciendas referidas en el párrafo anterior.

TERCERO. Valoración de este juzgador

Como decía anteriormente y así he defendido en numerosas resoluciones, de hecho, el propio demandado las
transcribe en el folio 2 de su escrito de contestación, aunque sin informar la fuente de la que proceden, que
el principio general es que todo el pasivo insatisfecho es exonerable ( art. 489.1 TRLC), sin más limitaciones
que aquellas deudas que expresamente han sido excluidas por el legislador, en el propio art 489 TRLC, antes
transcrito. Como excepciones que son, deben ser interpretadas de manera restrictiva debiendo, en caso de
duda o contradicción, prevalecer aquella interpretación que sea más favorable al deudor y a su derecho a
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obtener la exoneración del pasivo insatisfecho, por un principio de interpretación conforme con la Directiva
Comunitaria 2019/1023 que concibe la exoneración como un derecho, no como un mero beneficio y que afecta
a la totalidad de la deuda.

Tras revisar los argumentos de ambas partes, debo desestimar la demanda presentada por la Agencia
Tributaria de Madrid y Ayuntamiento de Madrid contra el deudor, no sólo porque considero que sí se cumplen
los requisitos del art. 489.1.5º del RLC sino porque, aunque no fuera así, esto es, aunque la gestión recaudatoria
del Ayuntamiento no estuviera encomendada a la Agencia Tributaria, se trata de un crédito público y, como tal,
debe ser exonerado si se encuentra dentro de los umbrales fijados en el art. 489.1.5º del TRLC. A continuación,
desarrollaré ambos argumentos:

Respecto al primero, relativo a la concurrencia de los requisitos del art. 489.1. 5º TRLC, tal como indica de
manera pormenorizada el juzgado mercantil nº 5 de Madrid, en sus autos de 4 y 5 de mayo de 2023:

" En cuanto a la deuda pública referida, relacionada con el Ayuntamiento, se considera que conforme al
Reglamento de Recaudación previsto en el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el
Reglamento General de Recaudación dicha extensión de la recaudación se realiza tanto a favor del Ayuntamiento
por entender que dicha gestión recaudatoria conforme Reglamento de recaudación consiste en el ejercicio de la
función administrativa conducente al cobro de las deudas y sanciones tributarias y demás recursos de naturaleza
pública que deban satisfacer los obligados al pago según el art 2, y se puede realizar en periodo voluntario o
ejecutivo, y en cuanto a entidades locales, conforme el art 8 c) del citado Reglamento, se puede llevar a cabo por
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando así se acuerde mediante la suscripción de un convenio
para la recaudación.

Así, dicho artículo 8 determina que:

" Corresponde a las entidades locales y a sus organismos autónomos la recaudación de las deudas cuya gestión
tengan atribuida y se llevará a cabo:

a) Directamente por las entidades locales y sus organismos autónomos, de acuerdo con lo establecido en sus
normas de atribución de competencias.

b) Por otros entes territoriales a cuyo ámbito pertenezcan cuando así se haya establecido legalmente, cuando
con ellos se haya formalizado el correspondiente convenio o cuando se haya delegado esta facultad en ellos,
con la distribución de competencias que en su caso se haya establecido entre la entidad local titular del crédito
y el ente territorial que desarrolle la gestión recaudatoria.

c) Por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando así se acuerde mediante la suscripción de un
convenio para la recaudación"

En el caso que nos ocupa, en relación con el Ayuntamiento de Madrid, existe Convenio entre la Agencia
Estatal de Administración Tributaria y la Federación Española de Municipios y Provincias según dispone la
Resolución de 22 de abril de 2019, de la Dirección del Servicio de Planificación y Relaciones Institucionales, de
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se publica el Convenio con la Federación Española
de Municipios y Provincias, para la recaudación en vía ejecutiva de los recursos de derecho público de las
Corporaciones Locales, BOE de 31-5-2019. Por ello, dicha gestión recaudatoria corresponde a la AEAT. De
hecho, si observamos el escrito rector, a lo largo del mismo, son constantes las referencias y de manera
indistinta, a la "Agencia tributaria de Madrid y Ayuntamiento de Madrid", al "Ayuntamiento de Madrid" y a la
"Agencia Tributaria de Madrid" lo que denota que la gestión recaudatoria sí que está encomendada a la agencia
tributaria.

Respecto a lo segundo, a efectos meramente dialécticos, aunque el Ayuntamiento de Madrid tenga
encomendada la gestión recaudatoria y no la agencia tributaria, estamos ante una deuda igualmente
exonerable.

Tal como argumenté en mi auto de 22 de noviembre de 2022, soy plenamente consciente que estamos ante
una cuestión jurídica francamente discutible, derivada de una deficiente técnica legislativa. Efectivamente, si
partimos de una interpretación literal del art. 489.1. 5º del TRLC y de la DA1ª de la Ley 16/2022, nos pudiera
llevar a la conclusión de que todo el crédito público es deuda no exonerable, con excepción del crédito público
de la AEAT, de la TGSS y de las Haciendas Forales en los territorios forales, que sí sería exonerable hasta los
límites legalmente establecidos.

Sin embargo, considero que no es esta la interpretación correcta pues existe otra más harmónica o teleológica
de la norma y acorde con el derecho comunitario y es que el crédito público, sea cual sea la administración
pública titular del mismo, es exonerable dentro de los umbrales que fija ese número 5º, pues carece de todo
sentido o, al menos, no resulta justificable, la diferencia de tratamiento del crédito público según quién sea la
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administración pública acreedora cuando estamos ante deudas que comparten una misma naturaleza y que
protegen el mismo bien jurídico. Al respecto, cabe recordar que la Directiva Comunitaria, si bien deja margen de
libertad a los Estados Miembros para fijar qué deuda no es exonerable, también exige que esa excepción esté
justificada, circunstancia que no se aprecia en este caso pues no resulta justificado exonerar unos créditos
públicos y otros no. Sin qué decir tiene que ello podría suponer, también, un ataque contra el principio de
igualdad de los ciudadanos en el territorio nacional pues dependiendo del territorio donde vivas, la misma
deuda con un ayuntamiento, unos ciudadanos podrían obtener su exoneración y otros no, lo que carece de
toda lógica. Tal es así que por el juzgado mercantil nº 7 de Barcelona, mediante auto de fecha 19 de junio
de 2023, ha elevado una cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, justamente, por los
motivos expresados en esta resolución.

La tesis que defiendo resulta refrendada, además, por el apartado 3 del art. 489 de la LEC que incluye la
totalidad del crédito público como susceptible de exoneración dentro de los límites cuantitativos que fija el
numero 5º, sin distinguir quién es el titular de la deuda. Dice así:

"El crédito público será exonerable en la cuantía establecida en el párrafo segundo del apartado 1. 5.º, pero
únicamente en la primera exoneración del pasivo insatisfecho, no siendo exonerable importe alguno en las
sucesivas exoneraciones que pudiera obtener el mismo deudor."

Respecto a la DA 1ª, que equipara el crédito de las Haciendas Forales al de la AEAT y TGSS, fue introducida
durante el debate parlamentario, motivada justamente por las dudas interpretativas suscitadas por el art.
489.1. 5º TRLC que hablaba de la deuda de la AEAT y de la TGSS porque eran las más habituales durante
el concurso, olvidándose sin embargo el legislador que también concurren en el concurso otros créditos
públicos. Por tanto, esa DA 1ª se incluyó justamente a modo de "cláusula de cierre" para que la totalidad del
crédito público quedara afectado por ese art. 489.1. 5º del TRLC, sin percatarse, nuevamente, que seguía sin
incluir otros créditos públicos pertenecientes a otras administraciones como, por ejemplo, Ayuntamientos,
Diputaciones, etc. Con todo, me parece evidente que debe dárseles a todos ellos, igualdad de trato.

Por todo lo anteriormente expuesto, desestimo la demanda en la medida en que la deuda que el concursado
mantiene con el Ayuntamiento de Madrid es inferior a los 5.000 euros.

CUARTO. Costas

Conforme a lo dispuesto en el art. 394.2 del TRLC, no hay condena en costas, al estar ante una estimación
parcial y al existir dudas de derecho, tal es así que está generando distintas interpretaciones judiciales
en la instancia y el planteamiento de varias cuestiones prejudiciales ante el TJUE y una cuestión de
inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional.

FALLO

Que debo desestimar y desestimo la demanda presentada por la AGENCIA TRIBUTARIA DE MADRID Y
AYUNTAMIENTO DE MADRID contra el deudor, sin condena en costas.

Firme la presente sentencia, queden los autos del procedimiento principal en poder del proveyente para
acordar la conclusión del concurso y la exoneración del pasivo.

Líbrese mandamiento al Registro Civil, al que se adjuntará testimonio de esta resolución con expresión de si
es o no firme, a fin de que proceda a practicar las anotaciones o inscripciones correspondientes.

Dese la publicidad prevista en el art. 482 TRLC.

Contra esta sentencia cabe interponer recurso de apelación en el plazo de 20 días, de conocimiento
corresponderá a la sección 28 de la AP de Madrid. Para su admisión a trámite será preciso acreditar la
consignación previa de un depósito de 50 euros en la cuenta de consignaciones y depósitos de este juzgado.

Así por esta mi sentencia, definitivamente juzgando en primera instancia, la pronuncio, mando y firmo.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de
tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios
a las leyes.
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